QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS MANUEL SALVADOR SALGADO AMADOR Y ALAN NOTHOLT GUERRERO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM 
Manuel Salvador Salgado Amador y Alan Notholt Guerrero, diputados de la LX Legislatura del Congreso de la Unión, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México (PVEM), con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 y 73, fracción XXIX-G, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicitan que se turne a las comisiones correspondientes, para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de la Cámara de Diputados de la LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión, la presente iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El planeta está perdiendo su diversidad biológica. Se estima que tan sólo en los ecosistemas boscosos del mundo, se extinguen 13 mil 500 especies por año. 

México ha realizado grandes esfuerzos para combatir el tráfico de especies animales y se ha sumado a la Convención sobre Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestre (CITES),1 un instrumento jurídico internacional que regula el comercio de especies silvestres, amenazadas por éste, mediante un sistema de permisos y certificados que se expiden para la exportación, reexportación, importación e introducción procedente del mar de animales y plantas, vivos o muertos, y de sus partes o derivados. 

Dicho instrumento jurídico ha sido complementado con la Guía de Identificación para las Aves y Mamíferos Silvestres de Mayor Comercio en México Protegidos por la CITES,2 una herramienta auxiliar donde se establecen las medidas regulatorias para el comercio de las especies protegidas en México y facilitar su identificación y documentación que acredite su legal tránsito. 

Otros convenios y tratados internacionales derivados de la CITES definen la parte regulatoria para la exportación e importación de productos forestales. 

Sin embargo, dichos esfuerzos no han sido suficientes para combatir el saqueo y el tráfico3 de especies amenazadas y de recursos forestales. La Comisión Económica para América Latina y el Caribe señala que una de una de las causas más importantes del ritmo de extinción de especies registrado en los países megadiversos de Latinoamérica4 es el comercio de especies amenazadas.5 

El comercio ilegal de madera y especies amenazadas en el país propicia la práctica de actividades extractivas muy agresivas hacia los recursos naturales, cuya evidencia se basa en lo siguiente: 

• 46 por ciento de los recursos afectados y denunciados en 2005 en la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa) tiene relación con el aprovechamiento irregular de los recursos forestales y 13 por ciento con afectaciones de fauna silvestre. 

• La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) señala en su informe 2006 que la Profepa aseguró 13 mil 562 especímenes de vida silvestre y 31 mil 61 metros cúbicos de madera cuya procedencia lícita no se pudo comprobar. 

• Solamente en junio pasado, la Profepa aseguró más de 8 mil especímenes de vida silvestre y más de 10 mil metros cúbicos de madera y más de 5 mil metros cúbicos de madera en rollo.6
Si bien México cuenta con un importante sistema de regulación al servicio de la protección de la biodiversidad nacional, cuyas acciones de vigilancia en materia de recursos naturales son, en muchos casos, eficientes en el combate del tráfico de especies y recursos naturales, esa realidad no es suficiente para refrenar las prácticas extractivas y de saqueo que destruyen el capital natural. 

El comercio de recursos forestales, y de especies de fauna y flora producto de una actividad ilícita alimenta una cadena de consumo que no ha sido controlada y que es la principal motivación para la existencia del tráfico de recursos naturales que, como se sabe, beneficia principalmente a los intermediarios y a las "cabezas" de la cadena de consumo: las poblaciones pobres que dependen económicamente de esta actividad ponen su vida en riesgo y se les paga una cantidad irrisoria. 

Por ello, el PVEM considera ineludible la conjunción de esfuerzos para combatir el comercio de recursos forestales, flora o fauna silvestre viva o muerta, sus productos o derivados, que proceden o representan el producto de una actividad ilícita, por lo que propone un esquema de colaboración entre la parte que regula los recursos naturales y la que regula el comercio de éstos. 

Hagamos una reflexión elemental: ¿adónde van los recursos forestales, flora o fauna silvestres, vivas o muertas, sus productos o derivados producto de una actividad ilícita? ¿En qué cadena de consumo se insertan? ¿Quién los comercializa? 

Como en cualquier actividad comercial, la principal motivación para el "tráfico" o comercio ilegal (de especies y recursos naturales) es el factor económico. El "tráfico" (en pequeña o gran escala) se concreta cuando el consumidor compra sin saber que los recursos forestales, flora o fauna silvestres, vivas o muertas, sus productos o derivados proceden o representan el producto de una actividad ilícita. Esta transacción puede tener lugar en un comercio legalmente establecido, cuyo objeto comercial es satisfacer la demanda del mercado, proveer al consumidor algo excepcional, como animales exóticos de todo tipo, hierbas o ingredientes para la industria farmacéutica, maderas preciosas, resinas o gomas. 

El Código de Comercio define como actos de comercio "todas las adquisiciones, enajenaciones y alquileres verificados con propósito de especulación comercial, de mantenimientos, artículos, muebles o mercaderías, sea en estado natural, sea después de trabajados o labrados".7 Esta tesis aclara que el comercio ilegal de especies y de recursos naturales constituye un acto, reprochable, pero de comercio al fin, en el que intervienen proveedores y consumidores. 

De acuerdo con la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la supervisión y vigilancia de la comercialización, el transporte, la distribución, el almacenamiento y el consumo de los productos son atribuciones de la Secretaría de Economía. Dicha ley no designa atribuciones a la Semarnat para verificar la comercialización de especies animales y vegetales, productos peligrosos o maderables. Sólo en situaciones específicas y con base en un convenio, la Semarnat certifica algunas tiendas que venden especies animales. 

El interés de esta iniciativa es que la Semarnat tenga conocimiento de la ilegal procedencia de los recursos forestales, flora o fauna silvestres, vivas o muertas, sus productos o derivados, encontrados en comercios establecidos y verificados por la Secretaría de Economía. 

El PVEM busca que el uso y aprovechamiento de los recursos naturales no sean solamente un asunto que controle la Semarnat a través de sus inspecciones y acciones de vigilancia. 

El PVEM cree urgente incorporar criterios ambientales a las políticas sectoriales a fin de construir sinergias positivas para la comprensión de la transversalidad del desarrollo sustentable. Nuestro partido está seguro de que dichas acciones son necesarias para subsanar el verdadero valor de la biodiversidad; de lo contrario, seguiremos sufriendo la sobreexplotación de recursos naturales sin ninguna consideración hacia las generaciones futuras. 

En virtud de lo expuesto, y con el propósito de que no quede impune el tráfico de recursos naturales, que pone en riesgo la preservación de la biodiversidad del país, en términos de lo previsto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Grupo Parlamentario del PVEM somete a la consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y del Código Penal Federal 

Artículo Primero. Se reforma la fracción XXXI y se adiciona una fracción XXXII al artículo 34 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 32 Bis. … 

I. a XXXI. … 

XXXII. Establecer, con la participación que corresponda a otras dependencias y entidades, las medidas de regulación o restricción al comercio de especies de flora y fauna silvestres, terrestres, acuáticas o marinas, sus productos o subproductos. 

XXXIII. a XLI. …
Artículo Segundo. Se reforman los artículos 414, 417 y 420, fracciones I y IV; y se adiciona un artículo 419 Bis al Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 414. Se impondrá pena de uno a nueve años de prisión y de trescientos a tres mil días multa al que ilícitamente, o sin aplicar las medidas de prevención o seguridad, realice actividades de producción, almacenamiento comercio, tráfico, importación o exportación, transporte, abandono, desecho o descarga, o realice cualquier otra actividad con sustancias consideradas peligrosas por sus características corrosivas, reactivas, explosivas, tóxicas, inflamables, radiactivas u otras análogas, lo ordene o autorice, que cause un daño a los recursos naturales, a la flora, a la fauna, a los ecosistemas, a la calidad del agua, al suelo, al subsuelo o al ambiente. 

… 

… 

… 

Artículo 417. Se impondrá pena de uno a nueve años de prisión y de trescientos a tres mil días multa al que introduzca en territorio nacional, trafique o comercie con recursos forestales, flora o fauna silvestres, vivas o muertas, sus productos o derivados, que porten, padezcan o hayan padecido, según corresponda, alguna enfermedad contagiosa, que ocasione o pueda ocasionar su diseminación o propagación o el contagio a la flora, a la fauna, a los recursos forestales o a los ecosistemas. 

Artículo 419 Bis. Se impondrá pena de uno a tres años de prisión y por el equivalente de cien a mil días multa a quien ilícitamente trafique, capture, comercie, posea, transporte, acopie, introduzca en el país o extraiga de él algún ejemplar de vida silvestre, sus productos o subproductos y demás recursos genéticos. 

Se aplicará una pena adicional de hasta tres años más de prisión y hasta mil días multa adicionales cuando las conductas descritas en el presente artículo se realicen en o afecten un área natural protegida. 

Artículo 420. … 

I. Capture, comercie, posea, dañe o prive de la vida algún ejemplar de tortuga o mamífero marino, recolecte o almacene de cualquier forma sus productos o subproductos; 

II. y III. … 

IV. Realice cualquier actividad con fines de tráfico, o capture, comercie, posea, transporte, acopie, introduzca en el país o extraiga de él algún ejemplar, sus productos o subproductos y demás recursos genéticos, de una especie de flora o fauna silvestres, terrestres o acuáticas en veda, considerada endémica, amenazada, en peligro de extinción, sujeta a protección especial, o regulada por algún tratado internacional del que México sea parte; o 

V. … 

…
Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Notas 
1 http://www.conabio.gob.mx/institucion/cooperacion_internacional/doctos/cites.html 
2 http://www.conabio.gob.mx/conocimiento/cgi-bin/clave_cites.cgi 
3 La legislación mexicana no cuenta con una definición clara del término tráfico. 
4 Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Perú y República Bolivariana de Venezuela 
5 Informe sobre los Objetivos de Desarrollo del Milenio en 2005 de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe. 
6 www.conafor.gob.mx, Prontuarios, junio de 2007. 
7 Código de Comercio, artículo 75, fracción I. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a 6 de diciembre de 2007. 

Diputados: Manuel Salvador Salgado Amador, Alan Notholt Guerrero (rúbrica). 
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